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:: LV 
MURCIA. La Oficina de la Trans-
parencia y Participación Ciuda-
dana recibió ayer una solicitud re-
cabando información sobre los 
acuerdos del Consejo de Gobier-
no que autoricen la disposición de 
fondos públicos para el ejercicio 
del derecho de defensa de perso-
nas investigadas por causas judi-
ciales de corrupción política. El 
peticionario no menciona a nin-
guna persona o caso concreto, y 
circunscribe su solicitud a este 
año, según la información facili-
tada por CC OO. El solicitante hace 
extensiva su petición a los fondos 
que se hayan autorizado o estén 
pendientes, así como el informe 
de la Intervención. El Gobierno 
regional negó que haya pagado a 
los abogados del expresidente Pe-
dro Antonio Sánchez, como co-
mentó un representante sindical.

Piden al Gobierno 
que informe si hay 
pagos a abogados 
que lleven causas 
de corrupción 

:: LA VERDAD 
BRUSELAS. FruitVegetablesEuro-
pe (Eucofel) celebró ayer un encuen-
tro en Bruselas entre las asociacio-
nes europeas y nacionales del sector 
agrícola que comparten simulares 
problemas y que mostraron su pro-
funda preocupación por el rumbo 
que está llevando la política comer-
cial en el seno de la UE. Por ello acor-
daron crear la denominada Alianza 
para la Defensa de la Agricultura Eu-
ropea (ADEA), una entidad proeu-
ropea que solicita el apoyo de los nue-
vos miembros del Parlamento Euro-
peo para defender a los agricultores 
y a sus productos, y garantizar una 
igualdad de condiciones en los acuer-
dos comerciales con terceros países. 

La Alianza reclama una mayor de-
terminación de las instituciones de 
la UE e insiste «en la necesidad de 
que todas las importaciones de pro-
ductos agroalimentarios cumplan 
exactamente las mismas normas 

impuestas a los productores euro-
peos», manifestó el presidente de 
FruitVegetablesEurope, el murcia-
no Juan Marín. 

Además considera que es necesa-
rio prestar más atención a los crite-
rios de sostenibilidad ambiental y 
social al negociar acuerdos comer-
ciales con terceros países. 

La Alianza ha reclamado colecti-
vamente, durante su acto fundacio-
nal, que «la agricultura europea no 
sea una moneda de cambio en los 
acuerdos comerciales con terceros 
países, que los productos importa-
dos respeten los mismos estándares 
de producción que los impuestos a 
los productores europeos y, por últi-
mo, que los consumidores tengan ac-
ceso a información transparente so-
bre las diferencias entre los modelos 
de producción de la UE y los de ter-
ceros países, que les permitan enten-
der y apoyar los aspectos sociales y 
culturales de la agricultura de la UE».

Los productores europeos 
crean una alianza para 
defender la agricultura

Acal, el despacho legal 
de Jesús García Navarro, 
facturó al Ayuntamiento 
de Caravaca durante       
14 años, en apariencia sin 
contrato alguno en vigor  

:: RICARDO FERNÁNDEZ 
MURCIA. Jesús García Navarro, el 
nuevo responsable de la oficina del 
Consejo de la Transparencia y ‘nú-
mero dos’ del presidente de este ór-
gano, José Molina, está siendo inves-
tigado por un juzgado de Caravaca de 
la Cruz por su condición de adminis-
trador único del gabinete legal Abo-
gados y Consultores de la Adminis-
tración Local (Acal), al que se atribu-
ye haber facturado y recibido del Con-
sistorio caravaqueño más de 600.000 
euros de forma supuestamente irre-
gular. Estas diligencias tienen su ori-
gen en una denuncia interpuesta en 
2017 por la Fiscalía Superior de la Re-
gión por un presunto delito de mal-
versación de caudales públicos.  

La investigación, que coordina el 
titular del Juzgado de Primera Ins-
tancia e Instrucción número 2 de Ca-
ravaca de la Cruz, Fernando Campo-
amor, tiene como punto de partida 
el contrato que Jesús García Nava-
rro, en representación de Acal, sus-
cribió en noviembre de 1999 para 
prestar servicios de asistencia técni-
ca al Consistorio. El compromiso era 
por cuatro meses, a razón de 352.000 
pesetas mensuales (unos 2.100 eu-

ros). La expiración de este contrato 
no habría impedido que, a lo largo 
de los siguientes catorce años, Acal 
haya seguido facturando por sus tra-
bajos al Ayuntamiento y a entidades 
dependientes de este, hasta superar-
se los 600.000 euros en ese periodo. 
Y todo ello a pesar de que presunta-
mente, y según los informes apor-
tados al juzgado por el Consistorio, 
no consta desde aquel lejano año de 
1999 relación contractual alguna ni 
adjudicación formal con Acal. 

En esta misma causa están sien-
do investigados el antiguo alcalde 
popular de Caravaca de la Cruz, Do-
mingo Aranda, así como dos de quie-
nes fueron sus concejales de Hacien-
da, dos interventores y un tesorero. 

Este periódico desveló ayer que 
Jesús García Navarro, quien hace un 

mes tomó posesión como responsa-
ble de la oficina del Consejo de la 
Transparencia, se había visto favo-
recido en los últimos años, a través 
del despacho Acal, por contratacio-
nes de dudosa legalidad con varios 
ayuntamientos, lo que había acaba-
do mereciendo el reproche de órga-
nos fiscalizadores como el Tribunal 
de Cuentas y la Cámara de Cuentas 
de la Comunidad de Madrid.  

El despacho también estuvo in-
vestigado en las diligencias del lla-
mado ‘caso Acal’, por sospechas de 
que había elaborado informes jurí-
dicos falsos y hechos a medida para 
justificar, a posteriori, determina-
das decisiones municipales sobre 
planes urbanísticos. Esta causa se 
acabó archivando por un error for-
mal del juzgado, que determinó la 
nulidad de unas pruebas practica-
das, al haberse superado el plazo le-
gal para investigar. 

La existencia de una causa judicial 
abierta en el juzgado de Caravaca de 
la Cruz por el presunto cobro ilegal 
de más de 600.000 euros de las arcas 
públicas desmiente la explicación 
ofrecida a ‘La Verdad’ este miércoles 
por el propio García Navarro –y ava-
lada por el presidente del Consejo de 
la Transparencia, José Molina–, de 
que cualquier asunto judicial o ad-
ministrativo en el que pudiera ha-
berse visto envuelto estaba cerrado 
y pertenecía al pasado. De ahí que 
asegurara que no existía impedimen-
to legal o moral alguno para desem-
peñar tal responsabilidad.

Un juzgado investiga al jefe de 
Transparencia por el presunto 
cobro ilegal de 600.000 euros

Jesús García Navarro. :: ASAMBLEA


